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Para enmendar la Ley Número 220 del 29 de diciembre de 2009, según enmendada, para 
añadirle una nueva Regla 59A a las Reglas de Procedimiento Civil de Puerto Rico, a fin de 
establecer que a los cuarenta y cinco (45) días de presentada una demanda por impericia 
medica la parte reclamante le presente prueba pericial preliminar por escrito a la parte 
reclamada que sustenten la alegación o las alegaciones de negligencia o impericia médico-
hospitalaria; y para otros fines. 

EXPOSICION DE MOTIVOS 

Nuestra sociedad tiene, y debe siempre tener, como propósito el proteger a los pacientes que 

sufren daños como resultado de errores y negligencia cometidos por algunos médicos, hospitales, 

y otros proveedores de servicios médicos, o profesionales de la salud.  Por otra parte, nuestra 

Sociedad también entiende que estos médicos, hospitales y otros profesionales de la salud rinden 

una importante labor social, e incurren riesgos a su reputación profesional y a su situación 

económica cada vez que proveen sus servicios, por lo que es necesario que estén protegidos de la 

exposición a dichos riesgos.  Ante estos importantes intereses, es necesario encontrar soluciones 

que le permitan a los pacientes con reclamaciones válidas recibir una compensación adecuada, a 

la misma vez que permitan a los profesionales de la salud evitar las reclamaciones sin 

fundamento y disponer de los medios para compensar aquellas que tengan fundamento sin que 

ello haga económicamente imposible la práctica de su profesión. 

Como parte de la búsqueda de soluciones adecuadas a todos los intereses, es necesario que se 

evalúe la situación actual de forma cuidadosa y objetiva, estudiando los hechos y las estadísticas 
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reales, y sin permitir que intereses particulares ni agendas escondidas nublen el análisis.  Como 

Asamblea Legislativa, debemos revisar y analizar si los problemas que se alegan son reales o no. 

Con la intención de evaluar el panorama fáctico relacionado a la situación de las 

reclamaciones por impericia médica en Puerto Rico, el Senado aprobó la R. del S. 18, la cual 

ordenaba a la Comisión de Salud a realizar una investigación para evaluar la razonabilidad de los 

costos de seguro por impericia médica en Puerto Rico y auscultar la posibilidad de legislar un 

límite económico a desembolsar en casos de daños y perjuicios por mala práctica de la medicina.  

El día 29 de octubre de 2009 la Comisión de Salud emitió su informe final sobre dicha 

Resolución, el que contiene datos de suma importancia para nuestra evaluación, los cuales han 

sido tomados en consideración al redactar la presente legislación.   

Entre las principales preocupaciones que han planteado los profesionales de la salud es el 

aumento en el número de las “demandas frívolas”.  Las estadísticas publicadas por la 

Administración de Tribunales de Puerto Rico demuestran que en el 1993 se radicaron 523 casos 

de impericia médica; y en el año 2006, 529.  Desde el año 1993 hasta el año 2006 la cantidad de 

casos presentados promedió 547, lo que demuestra que el número de casos presentados por 

impericia médica incluyendo tanto los “frívolos” como los “meritorios” se mantuvo constante 

durante ese período de tiempo.  Más aún, las estadísticas recopiladas por SIMED reflejan que 

durante el año 2007 se presentaron 487 reclamaciones por impericia médica; 438 en el año 2008 

y 437 en el año 2009, lo que refleja que durante los últimos cuatro tres años ha disminuido 

significativamente la frecuencia de radicación de este tipo de reclamación. 

Por otro lado, para apoyar el argumento de “frivolidad”, se ha alegado que sólo el 3% de las 

demandas son adjudicadas “en sus méritos”.  Este dato, sin embargo, no significa que el restante 

97% de las reclamaciones sean frívolas, al contrario, ello puede ser el resultado de que la gran 

mayoría de las reclamaciones son resueltas mediante acuerdo entre las partes.  Dichos acuerdos 

generalmente ocurren luego que el descubrimiento de prueba y las opiniones periciales 

demuestran la probabilidad de que la parte demandante habrá de prevalecer en los méritos.  Este 

dato ignora además el hecho de que solamente 3% de todos los casos civiles presentados en los 

tribunales del país son adjudicados en juicio en sus méritos, por lo que las cifras relacionadas a 

los casos de impericia médica no son extraordinarias. 

Los profesionales de la salud también han planteado la preocupación de que los médicos 

emigran debido a la existencia de pleitos “frívolos” y el aumento en las primas de seguro de 
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impericia médica.  Con respecto a la alegada “frivolidad” de los pleitos, en gran parte de los 

casos, las demandas de impericia médica eran antes presentadas sin que el demandante hubiese 

obtenido un informe pericial de un perito médico, y en gran parte de las dichas demandas nunca 

se obtenía el informe pericial. Hace varios años se dispuso en las Reglas de Procedimiento Civil 

de Puerto Rico un procedimiento específico para que cualquier pleito por impericia médica 

contara desde su inicio con un perito que certificara que en efecto se pudo haber dado una 

impericia por parte del demandado.  De esa forma, ya no era posible radicar un pleito frívolo por 

impericia médica que pudiera sostenerse sin informe pericial por razón que, desde 60 días 

después del emplazamiento, era necesaria la presentación de un informe pericial aludiendo a 

dicha impericia.  Estas disposiciones fueron eliminadas en la revisión de las Reglas de 

Procedimiento Civil instituida de conformidad con la Ley Núm. 220 de 29 de diciembre de 2009. 

Esta Asamblea Legislativa considera que dichas disposiciones son una solución razonable a la 

preocupación de los profesionales de la salud, por lo que entiende necesario restablecer las 

mismas. 

Esta Asamblea Legislativa entiende que la presente legislación atiende adecuadamente los 

intereses de todas las partes que pudieran estar afectadas por las leyes que aquí se establecen.   

DECRETASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:

Artículo 1.- Se enmienda la Ley Número 220 del 29 de diciembre de 2009, según 1 

enmendada, para añadirle una nueva Regla 59A a las Reglas de Procedimiento Civil de 2 

Puerto Rico que se lea como sigue a continuación: 3 

“Regla 59A.  RECLAMACIONES EN CASOS DE IMPERCIA PROFESIONAL 4 

MEDICO-HOSPITALARIA 5 

Regla 59A.1. Informe pericial preliminar para casos de impericia profesional 6 

médico-hospitalaria. 7 

En toda acción civil que surja de una reclamación de daños por culpa o 8 

negligencia por impericia profesional médico-hospitalaria que involucre a un médico, 9 

profesional de la salud, y/u hospital, se requerirá la prestación por el demandante de 10 
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un informe preliminar en el cual un médico aseverará que con un grado razonable de 1 

certeza médica los daños de la parte demandante fueron causados total o 2 

parcialmente por la omisión y/o negligencia de la parte contra quien se reclama.  3 

Dicho informe preliminar requerirá solamente los elementos anteriormente señalados 4 

y podrá ser enmendado o suplementado posteriormente. Dicho informe preliminar 5 

deberá ser presentado por el reclamante al (los) demandado(s) cuarenta y cinco (45) 6 

días después que estos hayan contestado las alegaciones de la demanda, en el caso en 7 

que el (los) médico (s) y/o el (los) hospital (es) demandado (s) hayan suplido una 8 

copia certificada,  numerada y legible de la totalidad del expediente médico al 9 

reclamante. 10 

De no haber provisto una copia certificada, numerada y legible de la totalidad 11 

del expediente médico al reclamante, o de estar en controversia la legitimidad de su 12 

contenido, entre otras razones justificadas, el término de tiempo para que el 13 

reclamante presente su informe pericial preliminar podrá ser prorrogado a petición 14 

de parte hasta que el expediente sea producido en su totalidad, o se produzca una 15 

trascripción de su contenido o se determine sobre la legitimidad de su contenido. Por 16 

causa justa, el tribunal podrá prorrogar la presentación de dicho informe pericial 17 

preliminar tomando en consideración la falta de solvencia económica del reclamante, 18 

la cercanía a la fecha de prescripción de la acción, la complejidad técnica y el grado 19 

de especialidad requerido para analizar el caso, entre otras consideraciones.” 20 

Artículo 2.- Esta Ley comenzará a regir inmediatamente después de su aprobación. 21 


